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en Italia y Colombia

mas jurídicos parecen estar cada vez más
cercanos unos a otros, resultan indispen-
sables en el plano teórico y práctico. Junto
a la función principal del derecho compa-
rado de organizar el conocimiento de cada
uno de los sectores de estudio para ver cómo
nacen, se desarrollan y circulan los dife-
rentes modelos, se está formulando lo que
los comparatistas llaman las “funciones sub-
sidiarias de la comparación”1.

Por una parte, el derecho público com-
parado se está “especializando” o “ramifi-
cando” cada vez más; por eso, hoy hablamos
tanto de un derecho administrativo com-
parado, como de un derecho eclesiástico
comparado2 y hasta de un derecho de las
entidades territoriales comparado, aunque,
si bien es cierto, este último todavía esté
en una fase incipiente. Mientras que por
otra, desde el punto de vista práctico, los
estudios comparados se prestan para mu-
chos usos. Pensemos, por ejemplo, en la
gran utilidad para la elaboración de textos
legislativos, ya que seguramente las asam-
bleas nacionales o locales de los países po-
líticamente descentralizados miran con gran
interés las experiencias extranjeras antes
de escribir un texto normativo. También
en los casos de reforma constitucional o
de formación de nuevas constituciones el
conocimiento de los modelos ofrecidos en

I. PREMISA SOBRE EL MÉTODO
COMPARADO

Esta contribución ilustra sintéticamente la
descentralización en los dos países e inten-
ta enmarcar los dos ordenamientos dentro
de los modelos presentes en el panorama
europeo por una parte, y el latinoamerica-
no, por otra, siendo además un modo de
señalar algunas tendencias comunes –so-
bre la descentralización–, no solo para los
dos sistemas aquí analizados, sino también
para los de otros estados europeos y extra-
europeos.

Antes de iniciar el examen de la descen-
tralización en los dos países es necesario decir
algo sobre el método comparado, especial-
mente sobre el papel del derecho compara-
do en el estudio de los ordenamientos
descentralizados (federales o regionales,
según la clasificación que se adopte) y de
aquellos centralistas. Ya que quien decide
afrontar un análisis de este tipo sobre dos o
más ordenamientos sin una premisa com-
parada y sin tomar en cuenta las reglas que
impone el derecho comparado, corre el riesgo
de reducir la comparación a una simple con-
frontación del derecho interno con el dere-
cho extranjero.

El estudio y la utilización del derecho
comparado, en una época en la cual los siste-



Revista Derecho del Estado58

el panorama comparado no puede ser
obviado. Tal como ha sucedido en Colom-
bia en 1991, o en Italia en el año 2001 con
la reforma constitucional del Título V, de-
dicado al reparto de competencias territo-
riales, y como se viene haciendo en los
últimos meses con la revisión completa de
la segunda parte de la Constitución italia-
na.

Lo anterior vale tanto para la recepción
de determinadas instituciones, funciones,
procedimientos, etc. (microcomparación),
como, por ejemplo, permaneciendo en el
campo de los ordenamientos descentrali-
zados, para las instituciones de participa-
ción en el nivel local, la forma de gobierno
local y la designación del poder ejecutivo
local, la relación entre políticos y funcio-
narios públicos, la adopción de figuras como
el city manager, o el ombusdman, las for-
mas asociativas entre entes locales, etc.,
donde la sensibilidad del comparatista debe
ser mayor, con el fin de evitar transponer
dentro de un específico ordenamiento ju-
rídico institutos creados y madurados en
contextos completamente diferentes que
generarían el consiguiente rechazo3.

El presupuesto principal para la compa-
ración es que el “objeto” sea comparable4,
es decir, que el conocimiento que se tenga
de los ordenamientos originarios, de las
familias jurídicas de proveniencia, de la
forma misma de Estado permitan enmar-
car dicha institución o procedimiento den-
tro de contextos de gran similitud.

De otra parte, la comparación puede
hacerse no sólo por analogías, sino tam-
bién analizando las divergencias5, como es
el caso de la macrocomparación, donde las
discrepancias representan el punto vital de
la comparación (pensemos en la diferen-
cia entre familias jurídicas de civil law y
de common law).

Debemos recordar también que el dere-
cho comparado se diferencia de otras cien-
cias y disciplinas6: en primer lugar, de la
ciencia política, porque ésta se concentra
sobre el “ser” y no sobre el “deber ser”; de
la historia del derecho (aunque si bien, en
muchas ocasiones, es de gran ayuda para
el estudio del derecho comparado, sobre
todo en los países, como es el caso de los
latinoamericanos, que han experimentado
profundos cambios históricojurídicos que
hacen, a veces, parecer sus propias reali-
dades sociales más determinantes que el
papel institucional mismo del Estado o del
derecho); de la teoría general del derecho
y del estudio mismo del derecho extranje-
ro, que para algunos autores representa “un
presupuesto necesario para la compara-
ción”7. Un análisis comparado no ignora
las demás ciencias: todo lo contrario, las
utiliza para profundizar los conocimientos
de los ordenamientos objeto de estudio, y
esto es precisamente lo que haremos en el
presente estudio.

II. ESTADO UNITARIO Y ESTADO
COMPUESTO: COMPARACIÓN DE
DOS MODELOS DE ESTUDIO

Hechas las anteriores precisiones, pode-
mos aplicar las reglas de la comparación a
un caso práctico, es decir, a la observación
de los dos países objeto de nuestro análisis.
De todo lo dicho hasta el momento, se
deduce que el estudio de estos dos países
no puede ser afrontado desde la óptica
macrocomparada, aunque Italia y Colom-
bia pertenecen a la misma familia jurídica
(civil law) y, desde el punto de vista sin-
crónico, asumen la misma forma moderna
de Estado: Colombia, como la mayor parte
de los países de América Latina en los años
noventa, ha aprobado una nueva Constitu-
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ción en la que se reconoce como Estado
social y democrático de derecho (art. 1.º
CP), como igualmente lo había ya hecho
Italia después de la segunda Guerra Mun-
dial; y si bien en el ámbito de la organiza-
ción administrativa los dos países han su-
frido una fuerte influencia del modelo fran-
cés, y durante el mismo período, los años
noventa, han realizado una “desconcentra-
ción” de los aparatos administrativos bu-
rocráticos del nivel central, respecto al
tema que nos interesa tratar en este mo-
mento, en materia de descentralización
política, y no solamente de organización
burocrática, las diferencias son notables.

Sería inadecuado, por consiguiente, rea-
lizar un análisis solamente sobre los aspectos
específicos de cada institución, pues, por
ejemplo, al confrontar las realidades mu-
nicipales italiana y colombiana, sería erró-
neo tomar únicamente como elemento
fundamental el dato de que en los dos paí-
ses los municipios existen y representan la
“célula base” de la descentralización terri-
torial, porque para poder comprender el
funcionamiento de la realidad municipal es
necesario además introducirla dentro de un
específico contexto de organización terri-
torial, que en cada uno de los ordenamientos
en cuestión es sustancialmente diferente.

Desde el punto de vista teóricodoctrinal,
entendiendo la forma de Estado ya no como
el conjunto de principios y normas que disci-
plinan la relación entre el aparato estatal y
la comunidad de ciudadanos (relación en-
tre “autoridad y libertad”8), sino como las
normas que disciplinan las relaciones en-
tre el Estado central y los entes territoria-
les autónomos (división vertical del poder),
si utilizamos las categorías “fundamenta-
les” del Estado unitario, podemos enmar-
car los dos ordenamientos objeto de estudio
en los siguientes modelos.

De la lectura del texto constitucional,
Italia parece formar parte de los países con
una forma de Estado compuesta, espe-
cíficamente de aquellos pertenecientes al
modelo regional, aunque la propuesta de
revisión de la segunda parte de la Consti-
tución que actualmente se discute en Par-
lamento haya sido presentada por el aparato
político como una “reforma federalista”.
Pudiera decirse que constituye junto con
España el único ejemplo de Estado regio-
nal en el panorama europeo, no siendo
posible considerar totalmente regional la
forma de Estado del Reino Unido, Portu-
gal o Francia, ni siquiera después de la re-
forma constitucional francesa de 2003.

En Colombia, por el contrario, la nor-
ma constitucional establece un ordenamien-
to descentralizado en su Título XI, dedicado
a la organización territorial, pero difícil de
encuadrar dentro del modelo regional, como
se explicará en breve.

Como sabemos, entre el Estado regio-
nal y el Estado federal, así como entre és-
tos y el Estado unitario, uno de los elementos
diferenciadores es la presencia de entes
territoriales dotados de un estatuto propio
y de competencias normativas y adminis-
trativas como expresión de la autonomía
política (y no de soberanía), reconocida por
la Constitución. En el momento actual, es
éste uno de los elementos indispensables
para individualizar la naturaleza regional
de un Estado según la mayoría de la doc-
trina; otros rasgos característicos son la
presencia de un Senado representativo de
las regiones, una participación limitada de
las mismas en el ejercicio de las funciones
estatales y la falta de cortes judiciales en
el ámbito local.

Italia cumple completamente con tales
requisitos: el modelo era ya presente en el
seno de la Asamblea constituyente, gracias
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a AMBROSINI9, que en sus escritos proponía
el modelo regional como un “tipo interme-
dio” entre el Estado federal y el Estado
unitario, inspirándose en el modelo adop-
tado por la Constitución española de 1931.
En el caso de Colombia no se puede razo-
nar en los mismos términos. La creación e
institucionalización de las Regiones, con-
forme dispone el artículo 286.2 CP, se deja
en manos del legislador y, por tanto, estos
entes no tienen un reconocimiento expre-
so a nivel constitucional. Así las cosas, las
regiones en el ordenamiento jurídico co-
lombiano, como entes territoriales, no son
más que el reconocimiento de una remi-
niscencia histórica, que la Constitución de
1886 había conservado de la precedente
Carta de los Estados Unidos de Colombia
de 1863, aun a pesar del reconocimiento
expreso que hacía de un modelo de Estado
unitario centralizado10. Los constituyentes
de 1991, lejos de querer establecer una re-
gión con las características que dicho ente
tiene en el ordenamiento italiano o espa-
ñol, como se dijo entonces, por la presen-
cia de ciertos asesores españoles en el seno
de la Asamblea Nacional Constituyente, re-
conoce en cambio una especie de ente admi-
nistrativo de planificación, con personalidad
jurídica, patrimonio propio y autonomía po-
lítica, que desde la óptica del derecho ad-
ministrativo respondería más bien al
concepto de descentralización por servicios,
asemejándose a la categoría de los Esta-
blecimientos públicos11.

Más allá del simple dato lingüístico –efec-
tivamente, hasta este momento se ha habla-
do de Regiones porque las dos Constituciones
mencionan dicho término– en Colombia no
existe un nivel intermedio real entre el Es-
tado y los entes territoriales, dotado de po-
testad legislativa, compartida con el Estado
central, capaz de satisfacer el requisito mí-
nimo necesario para poder ser considerado

como un Estado regional. En efecto, no es
suficiente introducir las Regiones en el tex-
to constitucional –el caso emblemático es
Francia, después de la reforma constitucio-
nal de 2003– para considerar un estado des-
centralizado como de tipo regional. Es
necesario que estos entes gocen de una po-
testad legislativa para hacer efectiva la au-
tonomía que les ha sido atribuida.

Si bien las teorías sobre la naturaleza del
Estado regional son aún muy contradicto-
rias –para algunos pertenece a la categoría
de Estado unitario, para otros un tipo in-
termedio entre éste y el Estado federal, y
hay quienes incluso lo consideran un tipo
de descentralización– y si bien las expe-
riencias de cada Estado ofrecen un amplio
abanico de soluciones, el Estado regional
nos permitirá analizar no solo sus caracte-
rísticas principales, sino además las “ver-
daderas intenciones” perseguidas por estos
dos países, permitiéndonos, al menos en
principio, considerar este modelo como un
punto de partida en el caso italiano y como
una posible meta en el caso colombiano.

Pero aunque no sea posible la compara-
ción entre los entes, las competencias y las
fuentes normativas de los dos ordenamientos,
ya que no sería útil hacer un análisis del ente
regional en Italia y en Colombia, así como
tampoco sobre el Departamento colombia-
no o la Provincia italiana, con la única fina-
lidad de establecer la lista de tareas y la
trascendencia que en cada uno de los dos
países asumen estos entes, sí sería factible,
por el contrario, inferir algunas tendencias
comunes de los dos ordenamientos jurídi-
cos: si para ello nos adentramos en los proce-
sos de descentralización desde un punto de
vista dinámico y no estático, entendiendo
el federalismo como proceso –federalizing
process según la definición de C. J.
FRIEDRICH12–, en contraposición con la vi-
sión estática del modelo de Estado federal.



Pavani y Delgado Gaitán  La descentralización territorial en Italia y Colombia 61

Ante todo, como hemos señalado, las
teorías sobre la naturaleza de los modelos
de Estado unitario y compuesto, así como
sus múltiples subdivisiones posibles, tie-
nen una importancia relativa en la medida
en que, con el paso del tiempo, cambian
tanto los procesos como las correspondien-
tes tentativas de clasificación de las for-
mas de Estado, las cuales se refieren a
momentos históricos determinados. Por
tanto, al comparatista dedicado al tema de
las formas de descentralización se le im-
pone en su estudio –bien sea que utilice
las técnicas de la analogía o de la diferen-
ciación– una mayor sensibilidad y cuida-
do, pues debe prestar una atención particular
a la presencia de las nuevas tendencias.

El proceso de descentralización que in-
teresa a la mayor parte de los estados de-
mocráticos contemporáneos es una de las
tendencias actuales dentro del panorama
comparado, válido tanto para las democra-
cias antiguas como para las de más recien-
te implementación, considerando que la
división vertical de los poderes públicos
constituye o debería constituir un antídoto
contra la concentración del poder.

En Europa, por ejemplo, basta pensar
cómo los países del Este, después de la caída
del comunismo, han visto renacer las rea-
lidades municipales. Consideración exten-
sible también para los países de América
latina que, después del proceso de revisión
constitucional experimentado en los años
noventa, han optado por tímidas formas de
descentralización.

Esta situación pone de manifiesto cómo
la descentralización operada en la mayo-
ría de los ordenamientos jurídicos es tanto
burocrática como política y, por tanto, cuen-
ta con entes capaces de autogobernarse en
cuanto disponen de asambleas representa-
tivas, elegidas directamente por la pobla-
ción de un territorio específico, que  como

hemos verificado sucede tanto en Colom-
bia como en Italia. Asimismo, se consoli-
da cada vez más la convicción de que la
descentralización es un antídoto contra la
globalización, en la medida en que esta úl-
tima debilita los “estados nacionales”, re-
forzando en cambio los gobiernos locales.

La tendencia hacia la descentralización,
por lo menos en Europa, camina de forma
paralela con una tendencia opuesta hacia
una participación cada vez más intensa de
los estados nacionales en la Unión Euro-
pea, pese a que la experiencia sui generis
sobre el concepto y la naturaleza de la Unión
todavía no esté bien definida. Esta circuns-
tancia, desde hace ya algún tiempo conso-
lidada, de mayor participación en la Unión
Europea, fruto del Tratado de Constitución
europea firmado en Roma el 29 de octubre
de 2004, va de la mano de algunas refor-
mas importantes en materia de descentra-
lización. Por citar algunos ejemplos: Italia
con la reforma constitucional de 2001, Fran-
cia mediante la reforma constitucional de
2003, Reino Unido con la Devolution Acts
de final de los años noventa. Este panora-
ma nos permite confirmar en Europa una
tendencia de “debilitamiento” del concep-
to de soberanía estatal, tanto hacia arriba
como hacia abajo.

Seguramente es prematuro proponer un
parangón con los estados de América La-
tina, que si bien miran de cerca los proce-
sos que se gestan al otro lado del continente,
como se puso de manifiesto con la Decla-
ración del Cuzco del 9 de diciembre de 2004,
en la perspectiva de una posible “unión”
sudamericana, el proceso se encuentra to-
davía en una fase embrionaria, concentra-
da en este primer momento únicamente en
acuerdos de tipo económico. Como anotá-
bamos antes, los juristas latinoamericanos
están siguiendo el desarrollo de la Unión
Europea para comprender su naturaleza y
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lograr entender si la misma pudiera cons-
tituir, en el panorama comparado, un mo-
delo de referencia. Hasta el momento, la
respuesta a este interrogante no se ha pro-
ducido ni siquiera en Europa, si bien una
de las tareas de la doctrina es precisamen-
te la de estudiar los modelos, las formas
de transposición de los mismos y en gene-
ral seguir de cerca los nuevos fenómenos
que surgen en el campo del derecho com-
parado.

Por todo lo anterior, podemos confron-
tar los casos de Italia y Colombia en el siste-
ma dinámico general de la descentralización,
aunque desde perspectivas y contextos di-
ferentes.

Además, las nuevas tendencias de la
descentralización nos ofrecen otro elemento
importante que comprende a los dos paí-
ses: el del reconocimiento constitucional
de los entes locales a la par de las regio-
nes. Si bien en el pasado uno de los facto-
res distintivos del Estado unitario respecto
al Estado regional era el reconocimiento
constitucional que se hiciera de los entes
locales, hoy vemos cómo en las constitu-
ciones de muchos estados considerados
regionales, junto a las normas que se re-
fieren a las regiones, se encuentran otras
que, en la regulación de los entes locales,
son capaces de limitar la discrecionalidad
del legislador, tanto estatal como regional.

Ya hace más de dos siglos TOCQUEVILLE

sostenía que “precisamente en el munici-
pio reside la fuerza de los pueblos libres.
Las instituciones municipales representan
para la libertad lo que las escuelas prima-
rias representan para la ciencia”13. Y como
testimonio de que el municipio representa
la célula base de la descentralización, tan-
to en la Constitución colombiana como en
la italiana, de manera particular después
de la reforma constitucional de 2001, se
hace un reconocimiento expreso de la au-

tonomía local en sus distintas vertientes
organizativa, legislativa y financiera.

Esta tendencia de reconocimiento y re-
fuerzo del municipio, capaz de amenazar
las teorías “clásicas” del Estado regional
y del Estado unitario, no debemos igno-
rarla, porque influye directamente sobre uno
de los elementos fundamentales de dife-
renciación de las mismas, es decir, sobre
el papel del municipio en los estados mo-
dernos. Italia y Colombia entran plenamente
en el mismo trend, ya que en sus respecti-
vas constituciones está reconocida la im-
portancia de este ente territorial.

III. LA DESCENTRALIZACIÓN EN ITALIA:
LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE
LOS ÚLTIMOS CUATRO AÑOS

Tomando en consideración el ordenamiento
italiano, describiremos sintéticamente los
aspectos esenciales de las últimas refor-
mas, teniendo siempre como punto de
referencia el modelo del Estado compues-
to, apenas enunciado.

En Italia, en los últimos cuatro años, se
han aprobado dos importantes revisiones
de la Constitución que han cambiado de
modo determinante el papel de las regio-
nes y de los entes locales en el panorama
institucional.

En 1999, la Ley Constitucional n.º 1
modificó la elección del presidente de la
Región, que ahora es directa, salvo que los
estatutos regionales dispongan otra cosa, y
otorga al Estatuto la posibilidad de elegir la
forma de gobierno regional y a la ley regio-
nal la decisión sobre el sistema electoral.
En 2001, la Ley Constitucional n.º 3, cono-
cida comúnmente como Reforma del Títu-
lo V, de la que tanto se habla en Italia y en
el extranjero, ha implicado una serie de cam-
bios en la potestad estatutaria y reglamen-
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taria de los entes locales14 y de sus funcio-
nes administrativas, con la introducción del
principio de subsidiariedad15 en las finan-
zas locales16 y con la abolición del sistema
de control regional sobre los actos de los
entes locales. Tales modificaciones han in-
fluido sobre la estructura y sobre el nivel
funcional de los entes locales, reelaborando
el mapa del complejo sistema territorial
italiano. Es representativa la nueva organi-
zación territorial de la República, a tenor
del nuevo artículo 114 de la Constitución:
“la República está conformada por los Mu-
nicipios, las Provincias, las Ciudades me-
tropolitanas –que todavía no han sido
creadas–, las Regiones y el Estado”. Ade-
más, la Ley de 2001 ha revolucionado el
reparto de competencias legislativas entre
el Estado y las Regiones, siguiendo el es-
quema típico de los estado federales, es decir,
reservando a las Regiones una competen-
cia general y residual sobre todas las mate-
rias no expresamente enumeradas por el
artículo 117 constitucional. La Constitución
italiana establece dos listas: una para las
materias de competencia exclusiva del Es-
tado y otra para las materias de competen-
cia concurrente, en las cuales el Estado define
los principios fundamentales y las Regio-
nes legislan sobre la materia de forma deta-
llada. A las Regiones les corresponde, por
tanto, una potestad legislativa exclusiva y
residual y una potestad concurrente que debe
“repartirse” con el Estado.

Actualmente, la materia “entes locales”
se divide entre la competencia exclusiva del
Estado (legislación electoral, órganos de
gobierno y funciones fundamentales de los
Municipios, las Provincias y las Ciudades
metropolitanas) y la competencia exclusi-
va de las Regiones para disciplinar la parte
restante. En síntesis, se puede afirmar que
la forma de gobierno de los entes locales,
incluida la legislación electoral, está en manos

del Estado central con un espacio mínimo
de acción otorgado a la potestad estatutaria
de los entes locales, mientras que a las Re-
giones les corresponde la tarea de diseñar
su propia organización territorial, por ejem-
plo, eliminando o conservando ciertos en-
tes como las Comunidades montañosas, ente
local típico de las zonas de montaña italiana,
o estableciendo nuevas formas asociativas
entre entes locales, distintas de las que ya
existen.

El panorama normativo se complica nota-
blemente con el reconocimiento constitucio-
nal de la potestad estatutaria y reglamentaria
de los entes locales, que antes del 2001 era
solo de rango legislativo, no constitucional.
El estatuto, como sabemos, es el acto nor-
mativo adoptado por el ente local para
disciplinar su organización interna (las atri-
buciones de los órganos que lo conforman,
las formas de garantía y de participación de
las minorías, la participación popular, etc.),
prácticamente una especie de Grundnorm
del ente. Los reglamentos, en cambio, dic-
tan las normas para disciplinar el ejercicio
de las funciones del ente, las cuales en apli-
cación del principio de subsidiariedad se ven
notoriamente ampliadas.

Por tanto, es particularmente complejo
establecer el sistema de fuentes en mate-
ria de entes locales: al lado de las fuentes
estatales –cuya ratio consiste en crear la
homogeneidad estructural entre todos los
entes que conforman la República– están
las fuentes regionales –llamadas a disci-
plinar las realidades territoriales concretas–
y también las fuentes locales, de cada uno
de los entes, que ahora han sido constitu-
cionalizadas. Por consiguiente, si ya antes
del 2001 no se podía realizar una interpre-
tación utilizando únicamente el criterio
jerárquico, después de la reforma dicho
criterio cede, aún más, el paso al criterio
de la separación de competencias.
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La complejidad del sistema de fuentes
local no representa ciertamente una prerro-
gativa del ordenamiento italiano: todos los
sistemas descentralizados deben vérselas
con una superposición de actos normati-
vos entre las diferentes autonomías terri-
toriales. No pretendemos plantear en este
trabajo, ni las innumerables dudas que en
la doctrina italiana se han presentado, ni
enunciar las también numerosas propues-
tas de interpretación que se han barajado
durante estos cuatro años. Nos limitaremos
a señalar que el legislador constituyente del
2001, si bien de una parte ha acercado el
ordenamiento italiano al de sus países ve-
cinos europeos con un fuerte nivel de des-
centralización, al menos, en lo que tiene
que ver con las relaciones entre el Estado
central y el nivel intermedio, constituido
en Italia por las Regiones, –de modo parti-
cular con el nuevo reparto de competen-
cias legislativas entre el Estado y las
Regiones–, por otra parte no ha realizado
el “salto cualitativo” necesario para recon-
ducir todo el sistema de las autonomías
locales dentro del marco normativo e
institucional más amplio de las Regiones
a las cuales éstos pertenecen. Sobre este
punto en particular, el legislador constitu-
cional hubiera debido dar un paso atrás,
teniendo en cuenta que la Constitución ita-
liana, en el artículo 5.º, “reconoce y pro-
mueve las autonomías locales”, norma que
no ha sido modificada por la reforma en
mención sino que por el contrario ha sido
el leit motiv que la ha inspirado. Para que
nos entendamos, la autonomía de los en-
tes locales ha sido potenciada en el plano
normativo mediante la constitucionalización
de la potestad estatutaria y reglamentaria,
pero en el plano estructural es muy débil,
porque los elementos que fundan la forma
de gobierno están todavía concentrados en
las manos del Estado central.

Una serie de elementos –principios cons-
titucionales, tradiciones históricopolíticas
del país, intereses autonómicos de los re-
presentantes de las autonomías locales– han
llevado a excluir un modelo de descentra-
lización basado solamente en el fuerte pa-
pel de las Regiones. En modo diferente de
lo que sucede, por ejemplo, en Alemania,
Austria o Suiza, donde el ordenamiento de
las autonomías locales –mejor, de los Mu-
nicipios– está disciplinado por el nivel in-
termedio, es decir, por los Länder o, como
sucede en Estados Unidos, por parte de los
Estados federales. La decisión italiana, si
bien cercana, por ejemplo, a la experien-
cia española, en cuanto se relaciona con el
nivel regional, se aleja en cambio de la con-
cepción del orden local. Difícilmente el
legislador estatal italiano podría ahora dis-
ciplinar de forma detallada el ordenamiento
local, basándose en una especie de Ley
Reguladora de Bases del Régimen Local
española, puesto que es la Constitución
misma la que limita la potestad legislativa
estatal, concediendo a los entes locales el
espacio necesario para el ejercicio de la au-
tonomía de la cual gozan.

En un marco constitucional aún incier-
to, debido a la lenta implementación de las
reformas del 2001, el Parlamento está apro-
bando un nuevo diseño de ley de revisión
de la parte segunda de la Constitución.
Aunque el iter de aprobación haya reco-
rrido ya la mitad del camino –antes de la
aprobación definitiva por parte de las dos
Cámaras17–, prefiriendo en este momento
no hacer comentarios sobre una reforma
que todavía no existe, solamente nos refe-
riremos a ella para resaltar cómo las “in-
tenciones federalistas” de los proponentes
de la reforma se reducen sustancialmente
a una denominación diferente del Senado
de la República, que se transforma en un
Senado federal (aunque la composición y
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las modalidades de designación de sus
miembros no tienen nada que ver con los
senados de los estados federales), abando-
nando así el sistema bicameral perfecto que
ha caracterizado el ordenamiento italiano
desde sus orígenes, y una modificación
posterior del Título V –ya objeto de refor-
ma en el 2001– sobre la competencia le-
gislativa regional y el reconocimiento de
algunas condiciones particulares a Roma
como capital.

IV. LA FORMA DE ESTADO UNITARIO
COLOMBIANA: HACIA UN MODELO DE
DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA
Y FUNCIONAL

En el caso colombiano, aun a pesar de los
esfuerzos de la Constitución de 1991 por
introducir cambios fundamentales en el
mundo político, económico y social del
país, el procedimiento de implementación
de tales reformas no se ha producido de
manera total, condicionado fuertemente
por factores tales como la escasa partici-
pación de los ciudadanos, la debilidad
institucional en el nivel territorial, la falta
de un reparto real de competencias del
Gobierno central a los demás entes territo-
riales descentralizados y la indisponibilidad
de los recursos financieros y administra-
tivos en el ámbito local18.

En el continente americano, la mayoría
de los estados –entre ellos Colombia, Ecua-
dor, Bolivia, Chile, etc.– han preferido asu-
mir una forma de gobierno unitaria, con la
excepción de algunos modelos de tipo fe-
deral, como en el caso de Argentina, Bra-
sil, México o Venezuela, para determinar
su forma de organización política como Es-
tados liberales y democráticos. Sin embar-
go, no podemos olvidar cómo el debate entre
federalistas y centralistas ha sido una de las
controversias permanentes en el panorama

jurídico e institucional colombiano desde la
época de Independencia hasta nuestros días,
como podremos verificarlo en breve.

Durante los primeros años de vida re-
publicana, si bien el país adoptó un régi-
men decididamente federalista, inspirado
en las ideas que dieron vida a una nueva
nacionalidad, fruto de los mismos ideales
que inspiraron el proceso de emancipación,
sin embargo, a partir de 1821, las teorías
centralistas entraron en escena prevalecien-
do hasta el final de las guerras de indepen-
dencia como garantía del espítitu de unidad
nacional. Con el pasar del tiempo y a me-
dida que desaparecía la amenaza de una
nueva reconquista, las tendencias autonó-
micas triunfaron a partir de 1853 y se con-
solidaron en Ríonegro con la Constitución
de 1863 y la creación de nueve grandes
Estados Soberanos. Posteriormente los
defensores de la organización centralista
del Estado, que ganaron la guerra de 1885,
protocolizaron a su vez su victoria en los
textos de la Constitución que expidieron
un año mas tarde19.

La Carta política de 1886, aunque se
inspiró, según sus autores, en una fórmula
conciliadora entre la “centralización polí-
tica” y la “descentralización administrativa”,
puso en marcha un proceso marcadamente
centralista20, que prevaleció junto a las con-
tinuas reformas políticas (1910,1936,1945
y 1968) hasta la Constitución de 1991, en la
cual el reconocimiento de un modelo de
Estado unitario y descentralizado con auto-
nomía de sus entes territoriales se impuso.

En el seno de la Asamblea Nacional Cons-
tituyente de 1991 la definición de la orga-
nización del poder político y administrativo
ocupó varias sesiones de trabajo dedicadas
al debate sobre los conceptos de federalismo
y centralización del poder21, optándose por
elegir un sistema intermedio que respondiera
a los principios inspiradores de todo el pro-
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ceso constituyente, que para evitar mayo-
res conflictos quedaba suspendido por nor-
ma transitoria22 a una reglamentación
posterior. Así las cosas, aunque el artículo
1.º de la Constitución define a Colombia
como un “Estado social de derecho organi-
zado en forma de República unitaria, des-
centralizada, con autonomía de sus entidades
territoriales, democrática, participativa y
pluralista”, el nuevo panorama territorial y
funcional colombiano, lejos de dirimir la
eterna disputa entre centralistas y federalistas,
reúne y hace convivir dentro de un comple-
jo sistema de organización, elementos de la
estructura unitaria (centralista o descentra-
lizada) como de la estructura federal o re-
gional. Situación que crea  no solamente
confusión, duplicación e ineficiencia admi-
nistrativa, sino además un grave problema
de irresponsabilidad de la administración,
estatal y local, en el ejercicio de las funcio-
nes públicas, en la medida que no se logra
establecer ni quiénes son los sujetos llama-
dos a ejecutarlas, ni tampoco las materias
sobre las que versan las competencias de
los diferentes entes que conforman el Esta-
do23.

Luego de las anteriores consideraciones
históricas, podemos analizar ahora los po-
sibles puntos de encuentro y las significati-
vas diferencias que se presentan en la
comparación entre estos dos ordenamientos
jurídicos tan distintos, asumiendo una acti-
tud crítica y constructiva que nos permita
tomar la experiencia italiana como un mo-
delo de referencia posible. Sin olvidar ni por
un momento que para la materialización de
cualquier reforma política en un determi-
nado territorio se debe siempre tener en cuen-
ta el contexto en el que la misma está llamada
a operar y a generar sus efectos.

En el ordenamiento territorial colombiano
se pueden individuar tres niveles de gobier-
no: central, intermedio y local, pero estos

dos últimos conformados por una amplia
gama de entes, desde los clásicos, como el
Departamento y el Municipio, junto a unas
particulares formas de provincias y regio-
nes, hasta las nuevas formas establecidas
para garantizar el pluralismo étnico del país,
como son los nuevos territorios indígenas
(art. 286 CP). Esas nuevas entidades terri-
toriales desafortunadamente ocupan espa-
cios geográficos que se superponen entre
sí, creando una situación de gran comple-
jidad que dificulta mucho más la indivi-
duación de las tareas, el reparto de
competencias y la efectiva descentraliza-
ción de funciones administrativas. En lo
que tiene que ver por ejemplo con el nivel
intermedio, la Constitución de 1991 revi-
vió las Provincias como entidades
supramunicipales y sub-departamentales,
y autorizó la organización de Regiones con
carácter supradepartamental. O sea que el
nivel intermedio ahora lo constituyen, en
su orden, las Provincias, los Departamen-
tos y las Regiones, sin que hasta el mo-
mento se haya dictado la Ley general de
organización territorial que establezca y
defina su campo de actuación. Y en el ni-
vel local, junto a los municipios deben su-
marse también los Distritos24 y entidades
territoriales indígenas que, como decíamos,
reconoció la Carta del 91.

En Colombia no se ha realizado una
descentralización territorial plena, como la
que se persigue actualmente en Italia, que
implicaría por tanto la transferencia real,
integral y permanente de competencias,
recursos y poderes de decisión en el ámbi-
to local, sino que se asemeja mucho más
al proceso de descentralización, que ya des-
de finales de los años ochenta se ha veni-
do realizando en América Latina, orientado
en la mayoría de los casos por las políticas
impuestas por organismos multilaterales25

como corolario del reconocimiento de los
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principio de subsidiariedad, transparencia,
eficiencia y eficacia que deben orientar tanto
las políticas como la actividad de la Ad-
ministración Pública, que no contradice de
ninguna manera el carácter unitario adop-
tado como forma de Estado, ni en el nivel
estructural ni en el nivel funcional.

Esta forma de actuación y gestión no
significa, de ninguna manera, autogobierno
de las regiones o de los entes locales como,
hemos visto, sería el caso de los modelos
de regionalismo italiano o autonómico es-
pañol26, que permiten a los entes territo-
riales dotarse de un estatuto propio y, lo
más importante, ejercitar competencias le-
gislativas y administrativas como expre-
sión de autonomía, que a la luz del derecho
colombiano serían impensables, por el mo-
nopolio legislativo del Congreso de la Re-
pública (art. 150 CP). Así las cosas, la
referencia a los estatutos que se hace al fi-
nal del artículo 307 de la Constitución co-
lombiana no podrá nunca permitir que
alguna norma de rango no legislativo pue-
da quitarle funciones al aparato central del
Estado para transferirlas a otro ente terri-
torial, al cual la Constitución y la ley le
atribuyen solo funciones administrativas.
Por ello corresponde a las entidades terri-
toriales prestar y garantizar la prestación,
entre otros, de los servicios de salud, edu-
cación, saneamiento básico y otros de ca-
rácter domiciliario.

V. CONTRASTES Y PARADOJAS DE LA
DESCENTRALIZACIÓN TERRITORIAL
COLOMBIANA

No hay duda, son muchos más los ele-
mentos de diferenciación que los de se-
mejanza entre la forma de organización
político-administrativa colombiana e ita-
liana. Para hablar de descentralización es

indispensable la existencia de un Estado
central limitado territorialmente en el ejer-
cicio del poder. Por ello, una de las cues-
tiones más controvertidas en el derecho
público es el tema del reparto de compe-
tencias entre el centro y los órganos
periféricos.

En el ordenamiento jurídico colombia-
no el tema asume algunos matices particu-
lares, cuando se habla de los poderes de
las regiones y de los entes locales, en la
medida en que la presencia de tales entes
se consolida, poco a poco, frente a muchas
dificultades de orden político, económico
y social, mientras a su vez se defiende que
la soberanía está concentrada solamente en
el Estado, como único punto de impulso
del poder político. Aunque la Constitución
reconozca que en la República existen va-
rios niveles de gobierno local y que la so-
beranía pertenece al pueblo, todavía se
piensa, bajo algunos aspectos, que las au-
tonomías locales no gozan de soberanía
originaria, y por tanto solamente podrían
ejercitar los poderes que le han sido “dele-
gados” por parte del Estado central. Al res-
pecto nos remitimos a las consideraciones
hechas en materia de Estado unitario en el
parágrafo anterior.

Además, no podemos olvidar que, más
allá del reconocimiento constitucional de
entes y de la delegación de algunas com-
petencias y funciones administrativas, fal-
ta realizar la correspondiente transferencia
de recursos financieros, tributarios y fis-
cales necesarios para asumir los retos de
la nueva forma de organización territorial
administrativa que se ha pretendido impulsar
desde la reforma de 1991, en busca de una
administración pública, tanto a nivel local
como estatal, más transparente, económi-
ca, eficiente y eficaz, más cercana a los ciu-
dadanos como destinatarios finales de la
decisión administrativa.
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La descentralización y la desconcen-
tración asumen un papel diferente en este
contexto jurídico al que pudieran llegar a
desempeñar dentro de un Estado de tipo
regional o autonómico: son técnicas admi-
nistrativas para el reparto de competencias
en el ámbito territorial, como se despren-
de del artículo 209 de la Constitución co-
lombiana, cuando establece que “la función
administrativa está al servicio de los inte-
reses generales y se desarrolla con funda-
mento en los principios de igualdad,
moralidad, eficacia, economía, celeridad,
imparcialidad y publicidad, mediante la
descentralización, la delegación y la
desconcentración de funciones”.

Junto al problema de la falta de recursos
financieros y técnicos del Estado y de los
entes territoriales y a la débil voluntad po-
lítica de los dirigentes para implementar la
descentralización territorial, otro factor de
gran conflictividad con el que se enfrenta
el diseño constitucional que pretende garan-
tizar la participación ciudadana, la autono-
mía de los entes locales y el desarrollo
económico y social del país, es la presencia
de una cultura política fuertemente reacia a
abandonar el sistema jerárquico de reparto
de competencias que durante años ha ca-
racterizado la tradición centralista de los
poderes públicos en el panorama institucional
colombiano.

VI. NUEVO PAPEL DE LA REGIÓN
Y DEL MUNICIPIO COLOMBIANOS,
BAJO EL PRISMA DEL DERECHO
REGIONAL ITALIANO

Si bien consideramos que el modelo regio-
nal italiano puede ser iluminante a la hora
de formular una posible reforma del mode-
lo estatal colombiano27, creemos que toda-
vía persisten factores, tanto internos como
externos, que dentro del complejo sistema

territorial colombiano alejan del ideario
colectivo la idea de un Estado federal28.
Por lo tanto, es conveniente analizar ulte-
riormente las características del Munici-
pio y de la Región colombianas para con-
cluir y completar el cuadro general que
hemos querido presentar en estas páginas,
conscientes de que un tema como el de la
Administración territorial constituye una
de las materias en las cuales se puede
observar con mayor claridad la lejanía que
existe entre la “norma” y la “realidad so-
cial”, como quiera que el discurso jurídico
ha sido generalmente menos autónomo frente
a otros discursos sociales e institucionales29,
tal y como veremos a continuación.

El proceso de descentralización que se
ha venido produciendo en Colombia desde
los años noventa reconoce el Municipio como
ente territorial autónomo, que superando la
fuerte centralización del poder, ha visto
redimensionar su papel como espacio idó-
neo para el ejercicio de la ciudadanía, para
la colaboración entre los diferentes grupos
sociales y para la participación en la vida
social. La autonomía política municipal está
determinada fundamentalmente por la elec-
ción popular de alcaldes, ya implantada desde
el Acto Legislativo n.º 1/1986, a pesar de la
cual no podemos decir que la autonomía en
la gestión de los intereses locales haya su-
perado la esfera simplemente formal (arts.
286, 287 y 311 Const. y Ley 136/1994). Sobre
este punto en particular, parece confirmar-
se la idea tan difundida en Europa como en
América Latina de que la elección “popu-
lar” de los órganos municipales (alcaldes,
consejos, etc.) representa en sí misma un
factor de democracia, por el hecho de per-
mitir a los electores locales individualizar
con precisión la persona que se encuentra
al mando del poder ejecutivo. Si bien la sola
modificación del sistema electoral y/o de la
forma de gobierno, incluso en el caso de
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aumentar decisivamente el poder ejecutivo
local, no constituye per se un índice abso-
luto para valorar la democracia del orde-
namiento. Efectivamente existen otros
elementos, como son la elección de las Asam-
bleas locales, el principio de legalidad que
sustenta las decisiones administrativas, la
definición de competencias entre el apara-
to político y administrativo, etc.

Desde este punto de vista, en Colombia
los entes territoriales locales no tienen au-
tonomía normativa. La facultad de hacer
las leyes sigue estando en cabeza del po-
der legislativo nacional y aunque al gobierno
central se le reconoce la facultad de dele-
gar algunas de sus competencias normati-
vas en determinadas circunstancias, los
acuerdos y demás actos que la Constitu-
ción y la ley permiten emanar en el nivel
local no estarán nunca en grado de asimi-
larse a una verdadera fuente legal que, como
ya dijimos, es competencia exclusiva del
Congreso de la República.

Asimismo, aunque el Municipio sea un
ente autónomo para satisfacer las necesi-
dades de la comunidad local y facilitar la
participación en el desarrollo económico,
social y cultural de la misma, no podemos
reconocer que goce de una verdadera y
propia autonomía organizativa aunque sea
el ente “fundamental de la política admi-
nistrativa del Estado”, ya que, según el
artículo 320 Const., para la creación, mo-
dificación y clasificación de las categorías
de municipio, el poder exclusivo es del
Congreso. El Estado central limita, de
manera decisiva, la autonomía del muni-
cipio; pensemos por ejemplo en los casos
de municipios de interés nacional en los
cuales, aun sin el cumplimiento de los re-
quisitos mínimos para la creación de un
municipio, el presidente de la República
puede crear estos entes territoriales “espe-
ciales”, siempre que así lo soliciten las

Asambleas departamentales30, lo cual, sin
lugar a dudas, pone de manifiesto el poder
que actualmente conserva el ejecutivo na-
cional en la materia municipal.

Un último problema que podemos seña-
lar para terminar de delinear el modelo de
municipio colombiano en la actualidad es
el de la autonomía tributaria y fiscal, si te-
nemos en cuenta que los ingresos del pre-
supuesto local son una pequeña parte
comparados con las necesidades del terri-
torio municipal. La satisfacción del interés
general, tanto a nivel nacional, sectorial o
local, frente a un presupuesto elaborado y
coordinado desde el centro, permite la in-
terferencia del gobierno central y de la Ad-
ministración nacional de impuestos en las
materias que, como por ejemplo, la salud,
la educación, etc., han sido atribuidas al
gobierno de los entes locales para permitir
acercar el poder de las autoridades públicas
a los ciudadanos31.

En cuanto a las Regiones, dos o más
departamentos podrán constituirse como ta-
les, con fines administrativos y de planifi-
cación, de acuerdo con lo establecido por
una ley nacional. Hasta el momento, no se
ha emanado todavía la Ley que las debería
regular y, por tanto, nuestra observación
se tiene que limitar a señalar cómo de la
norma constitucional colombiana deduci-
mos que la Región, aunque con personería
jurídica, autonomía y patrimonio propio,
solo pretende ser una forma de colabora-
ción entre entes locales –los Departamen-
tos– con el objeto de realizar programas
conjuntos de desarrollo económico y so-
cial dentro de sus respectivos territorios,
lejos de ser una transferencia real de com-
petencias de un ente territorial a otro, po-
lítica y administrativamente autónomo.
Estamos en presencia de una forma de ejer-
cicio de la actividad administrativa descen-
tralizada por servicios, donde para ejercitar



Revista Derecho del Estado70

el poder ejecutivo nacional, el gobierno debe
ceder una parte de las funciones a instan-
cias subnacionales, para cumplir con las
finalidades del Estado como comunidad
jurídica y políticamente organizada.

Como puede observarse, estas Regiones
sólo comparten con sus homólogas italia-
nas la denominación y, aun manteniéndose
las regiones geográficas de siempre, toda-
vía no se ha creado ninguna como forma de
colaboración económica y funcional para el
logro de objetivos y finalidades comunes,
como la de la planificación, a la que se re-
fiere expresamente la norma constitucional.
Aunque es factible pensar que esta catego-
ría de ente territorial representaría sin lugar
a dudas un gran avance en materia de des-
centralización de funciones del ámbito na-
cional al local, favoreciendo incluso la gestión
autónoma de los recursos administrativos y
financieros, en sintonía con las exigencias
de democracia que impone la sociedad mo-
derna. En todo caso, en Colombia se está
lejos de una concepción de autogobierno local
en la que la comunidad como grupo social
jurídicamente organizado supere su simple
posición de sujeto pasivo de la acción ad-
ministrativa.

En conclusión, en el panorama colom-
biano, la materia de la organización terri-
torial se enfrenta ante una disyuntiva:
conservar los poderes, atribuciones y fun-
ciones en el gobierno central o ejercitar la
autonomía administrativa, financiera y fun-
cional de los entes territoriales, aplicando
las normas que mejor respondan a las ne-
cesidades de los territorios y comunidades
locales. Un nuevo reparto del territorio, o
mejor, la implementación de los diferen-
tes niveles de gobierno territorial, que res-
ponda a las exigencias de pluralismo y
participación, podría favorecer las relaciones
entre el aparato del Estado –central y lo-
cal– y la población de las diversas comu-

nidades que la conforman. Desde esta óp-
tica y teniendo en cuenta que dentro de una
organización unitaria, como la colombia-
na, se deben ejercer las funciones admi-
nistrativas garantizando siempre la unidad
del sistema, reviste un interés particular el
papel que cumplen los denominados entes
“intermedios” (regiones, provincias, depar-
tamentos) en el seno de un proceso de trans-
ferencia de funciones del Estado central a
los entes locales. Los niveles de gobierno
intermedios podrían servir como punto de
encuentro y de discusión de las adminis-
traciones públicas nacionales sectoriales o
locales, así como también evitarían la in-
terferencia directa del poder central en la
organización administrativa del gobierno
local.

VII. PERSPECTIVAS DE FUTURO DEL
PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN
COLOMBIANO

A manera de conclusión, aunque la Cons-
titución colombiana de 1991 defina el Es-
tado como descentralizado, falta todavía
una definición de competencias clara entre
los diferentes niveles de gobierno local,
con el fin de evitar las situaciones  de con-
flicto, como las que se crean actualmente,
por la atribución de las mismas funciones
a diferentes entes, o por la imposibilidad
de determinar quién es el sujeto responsa-
ble de la  actividad administrativa.

Las finanzas locales se caracterizan por
una escasa autonomía fiscal y tributaria,
incapaces de hacer frente al mandato cons-
titucional. Hasta el momento, la “delega-
ción” de funciones solo ha aumentado el
gasto público local para responder a las
necesidades adicionales que la existencia
de un Estado social y democrático de de-
recho impone. Los entes locales para el
normal desempeño de las funciones públi-
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cas continúan utilizando las transferencias
nacionales como la mayor fuente de ingreso
para responder al déficit financiero en el
que se encuentra, salvo algunas muy con-
tadas excepciones,  la gran mayoría de los
municipios en Colombia a la hora de po-
ner en marcha el proceso de descentraliza-
ción administrativa

Asimismo, pese haberse reforzado el
papel del municipio como ente político,
administrativo y financieramente autóno-
mo, hace falta establecer los mecanismos
de coordinación entre el gobierno nacio-
nal y local, así como entre la autoridad y
la población. El Departamento no satisfa-
ce las expectativas de órgano intermedio
de coordinación entre el Estado central y
los entes locales periféricos.

En el ordenamiento territorial colombia-
no, si bien parece consustancial a la imple-
mentación del proceso de descentralización
que se ha venido operado en los últimos años,
la necesidad de aplicar de manera sistemá-
tica y dosificada un nuevo modelo político-
territorial, éste no se deduce ni de los debates
de la Asamblea Nacional Constituyente, ni
como fruto del trabajo de la Comisión de
Ordenamiento Territorial, creada como ins-
tancia especial y transitoria por la reforma
constitucional de 1991. Durante los últimos
años se han barajado las más variadas y
disímiles propuestas de reforma de la es-
tructura y de la organización territorial co-
lombiana, algunas a partir del fortalecimiento
de las regiones como entidades territoria-
les, de connotación antropogeográfica, las
cuales deberán estar precedidas de la cons-
titución y funcionamiento por un período
aún no definido de tres a diez años, de las
regiones administrativas y de planificación.
Mientras en otras se aboga por la existencia
de asociaciones de municipios, departamen-
tos, etc., y por el fortalecimiento de la figu-
ra departamental. Un panorama tan incierto

nos hace creer que  una hipotética transfor-
mación del Estado unitario colombiano en
un modelo regional autonómico es todavía
una idea en fase de construcción.
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